
SENTENCIA: 

Recurso de Apelación nº 4461-2015  

EN NOMBRE DEL REY

        

          La Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-
administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia ha 
pronunciado la siguiente

SENTENCIA

Ilmos. Sres. 
D. JOSÉ ANTONIO MÉNDEZ BARRERA - PTE.
D. JOSÉ MARÍA ARROJO MARTÍNEZ 
Dª. MARÍA AZUCENA RECIO GONZÁLEZ

         En la ciudad de A Coruña, a 15 de mayo de 2016. 

         En el recurso de apelación que con el nº 4461 de 2015 
pende de resolución en esta Sala, interpuesto por  Dª Patricia 
Cabaleiro Barciela, en nombre y representación de Dª B.B.; 
contra la sentencia dictada con fecha 31 de julio de 2015 por 
el Juzgado de lo Contencioso-administrativo nº 2 de Vigo en 
autos de PO nº 42 de 2015. Es parte apelada el Concello de Vigo 
(Pontevedra), representado y dirigido por el Letrado del 
concello. 

                      ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Por el Juzgado de lo Contencioso-administrativo nº 2 
de Vigo se dictó con fecha 31 de julio de 2015 sentencia en 
procedimiento ordinario nº 42/15, con la siguiente parte 
dispositiva:  “Que debo desestimar y desestimo el recurso 
contencioso-administrativo presentado por Dª B.B., contra la 
resolución de la Gerencia Municipal de urbanismo del Concello 
de Vigo de 16 de febrero de 2006 recaída en el expediente de 
protección de la legalidad urbanística 13083/423, por la que 
se declaran como realizadas sin licencia las obras ejecutadas 
por Dª. B.B. en la parcela sita en Camiño XXXXXXXX nº XX , y 
declaro que los actos recurridos son conformes a Derecho. 



   

Todo ello con la imposición de las costas procesales a la 
parte demandante con el límite máximo de 700 euros”. 

SEGUNDO.- Por la representación de Dª B.B. se interpuso recurso 
de apelación contra dicha resolución judicial, en el que se 
solicitó que con estimación del recurso de apelación se revoque 
la sentencia de instancia y acuerde la estimación del recurso 
contencioso-administrativo. 

TERCERO.- El recurso fue admitido a trámite y se dio traslado a 
las demás partes, formulando oposición la representación del 
Concello de Vigo, que interesa se desestime el recurso y se 
confirme íntegramente la resolución judicial recurrida, por ser 
conforme a Derecho. 

CUARTO.-  Recibidos los autos en esta Sala, ante la que se 
personaron Dª B.B. (Procuradora Dª Patricia Cabaleiro Barciela) 
y   el   Concello   de   Vigo   (Letrado   del   Concello   de   Vigo) 
(Pontevedra); por providencia de fecha 23 de noviembre de 2015 
se declararon conclusas las actuaciones; y mediante providencia 
de fecha 2 de febrero de 2016 se señaló para votación y fallo 
el 11 de febrero de 2016, levantándose el señalamiento a fin de 
dar traslado a las partes al constatar que la cuantía del 
presente recurso pudiera ser inferior a la prevista en el 
artículo 80 de la LRJCA, a fin de poner de manifiesto a las 
partes dicha posible causa de inadmisión para alegaciones; y 
señalándose para deliberación el 5 de mayo de 2016. 

QUINTO.- En la tramitación de este recurso se han observado las 
prescripciones legales. 

Es Ponente la Magistrada Dª MARÍA AZUCENA RECIO GONZÁLEZ. 

                       FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

PRIMERO.- Se aceptan los fundamentos jurídicos de la sentencia 
apelada en todo aquello en lo que no discrepen de los de la 
presente. 

SEGUNDO.- En la sentencia apelada se hace referencia a que se 
trata de obras ilegalizables por estar dentro de un PERI 
pendiente de desarrollo y afectadas por la ampliación del vial 
al que dan frente. El objeto del recurso lo constituye la 
realización de obras sin licencia consistentes en la demolición 
de una edificación preexistente y posterior construcción de 
nueva edificación, de planta baja, de 53 m2 adosada al cierre 
de la parcela. 
En cuanto a la admisibilidad del recurso, lo cierto es que en 
los autos de primera instancia se consideró que la cuantía es 
indeterminada. Consta un presupuesto de las obras por importe 
de 1.733,92 euros en el folio 61 del expediente administrativo; 
y una valoración por los técnicos municipales de 15.500 euros 
en el folio 12, así como en la resolución recurrida. Se trata 
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de una orden de demolición. Al respecto la parte apelante 
manifiesta que por experiencia, la cuantía de la demolición y 
nueva edificación de una vivienda unifamiliar excede de 30.000 
euros. Resulta ello contradictorio con el fondo del recurso 
cuando señala que en la resolución recurrida y en la sentencia 
se considera que demolió lo que había para construír de nuevo, 
y no está de acuerdo, manifiesta que no demolió lo que había, 
pero a efectos de fijar la cuantía señala que hay que sumar el 
importe de la demolición más el de la nueva construcción. Los 
técnicos municipales parten de la visita de inspección en 2003, 
no se había terminado la obra. Y aporta una valoración 
actualizada de la vivienda, obtenida del sistema de valoración 
de bienes inmuebles de la Xunta de Galicia, que parte del valor 
catastral, 31.869,12 euros, de donde resulta que su valor es de 
95.607,36 euros. Y requerido para aportar el certificado del 
valor catastral, el mismo es de 31.869,12 euros, de forma que 
haciendo aplicación del principio pro actionis y en defensa del 
derecho a la tutela judicial efectiva procede admitir el 
recurso y entrar en el análisis del fondo. 

TERCERO.- La parte apelante discute la fecha de terminación de 
las obras, de donde deduce que se ha producido la prescripción 
de la acción de restauración de la legalidad urbanística. Se 
trata de suelo urbano no consolidado remitido a planeamiento 
secundario y afirma que durante la tramitación del expediente 
se clasifica en el nuevo plan como suelo urbano consolidado de 
forma que ahora podría edificar con una pequeña afectación a la 
alineación en una esquina. Se mantuvieron los muros, se 
desmontó la cubierta, se redujo su inclinación, altura y 
volumen, y entiende que es una obra menor. El acta de 
inspección es de 23 de junio de 2003 y se incoa el expediente 
el 7 de junio de 2005; y señala que cuando se inicia el 
procedimiento   las   obras   ya   estaban   terminadas   y   que   no 
comprobaron el estado real a la fecha de incoación, de forma 
que han transcurrido 6 años y prescrito la acción de reposición 
de la legalidad. Sostiene además que se le ha producido 
indefensión y que ha de declararse la nulidad de los actos 
impugnados por incoarse el expediente dos años después de la 
inspección   y   no   seguirse   el   procedimiento   legalmente 
establecido,   y   que   había   de   incoarse   inmediatamente   por 
aplicación de lo dispuesto en el artículo 209.1 de la LOUGA, 
además de que no pudo rebatir los hechos inmediatamente después 
de inspeccionada la obra. Y hace referencia a la aportación de 
nuevos informes y falta de audiencia en el expediente del 
recurso de reposición, así como la incidencia del nuevo 
planeamiento y que puede ser legalizable aunque el concello 
defiende que no es así, como consta en el folio 108 del 
expediente administrativo, pero entiende que se precisa de un 
informe técnico y otro jurídico, como dispone el artículo 195.2 
de la LOUGA y que no basta con el informe de hace 11 años. 
Sostiene también la incongruencia de la sentencia porque se 
pronuncia sobre la imposibilidad de legalización cuando nada 
pidió a este respecto. 
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CUARTO.- Compartiendo la tesis contenida tanto en la resolución 
recurrida como en la sentencia apelada, no puede entenderse 
acreditado que la obra estuviera finalizada en 2003, como se 
constata del examen de las fotografías, puesto que cuando se 
realiza la inspección, solo se encontraban ejecutados los muros 
exteriores y la edificación se presenta vacía, sin cubierta, ni 
forjados, ni puertas, ni ventanas, si bien es cierto que lo que 
manifiesta la parte apelante no es que la obra estuviera 
acabada cuando se lleva a cabo la inspección, porque no lo 
estaba, sino que lo que pretende es que sí estaba terminada con 
la incoación del expediente el 7 de junio de 2005. A tales 
efectos y a fin de acreditar tal extremo no se puede considerar 
suficiente el empadronamiento o que pague agua y por la 
recogida de basura, porque ello no es una prueba suficiente de 
la total terminación de las obras entendida en el sentido de 
que fueran aptas para el fin a que se destinan, en este caso el 
destino residencial. En cualquier caso, el plazo de seis años 
lo es para incoar el expediente, por lo que aunque  las obras 
estuviesen terminadas en 2005, cuando se incoa el expediente no 
habían   transcurrido.   La   parte   apelante   considera   que 
consecuencia de su argumento es que la edificación queda en 
situación de fuera de ordenación y que le concedieron 3 meses 
para presentar proyecto de demolición y llevarlo a efecto en un 
mes y acreditar la terminación en 3 meses. Realmente dichos 
plazos no computan a efectos de la prescripción que se alega ni 
tienen   relevancia   con   relación   a   lo   que   constituye   la 
resolución objeto del recurso. A estos efectos también carece 
de relevancia que transcurrieran dos años desde la inspección 
hasta la incoación, cuestión que la parte apelante pone en 
relación con la indefensión que se le acarrea a efectos de 
acreditar la total terminación de las obras como consecuencia 
de esta tardanza. Alegación que tampoco procede acoger porque 
no hay una imposibilidad de acreditar la total terminación de 
las obras, y del examen de las actuaciones lo que se evidencia 
es que no se aporta medio alguno al efecto, como pudieran ser 
las facturas de las obras llevadas a cabo o el certificado de 
fin de obra. A estos efectos no basta con el informe pericial 
de la parte demandante, en que al margen de que se admite que 
la licencia fue para estudio técnico para trabajos de cambio de 
teja y estudio básico de seguridad y salud, no puede servir a 
efectos de acreditar la total terminación de las obras cuando 
es un informe del año 2015. 
Con respecto al procedimiento, lo que dispone el artículo 209 
de la LOUGA es que cuando se estuviesen ejecutando obras sin 
licencia, sin comunicación previa u orden de ejecución, sin 
ajustarse a las condiciones señaladas en ellas, la persona 
titular de la alcaldía dispondrá la suspensión inmediata de 
dichos actos y procederá a incoar el expediente de reposición 
de la legalidad, comunicándoselo a la persona interesada, y con 
el acuerdo de suspensión se adoptarán las medidas cautelares 
necesarias   para   garantizar   la   total   interrupción   de   la 
actividad, enumerándolas a continuación. El procedimiento, por 
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consecuencia, fue respetado, y la tardanza no invalida las 
actuaciones llevadas a cabo. 
Las obras no son de mera conservación, y se realizan sin 
licencia, puesto que la solicitada lo era para el cambio de 
cubierta. La edificación se encuentra en situación de fuera de 
ordenación y el artículo 103 de la LOUGA no permite la 
realización de las obras llevadas a cabo, que excedieron de lo 
que es la mera conservación, siendo una auténtica nueva 
construcción. En cualquier caso se trata de obras incompatibles 
con el planeamiento de 1993 y de 2008, y el análisis de la 
legalidad se ha de efectuar acudiendo al plan de 1993, sin 
perjuicio de las posibilidades de legalización que pudieran o 
no existir consecuencia del nuevo planeamiento. Es cierto que 
no constituye el objeto del recurso ni se puede valorar la 
incidencia del plan de 2008, sin perjuicio de que presente un 
proyecto y que sea analizada la posible legalización, pero ello 
es ajeno a lo aquí debatido, si bien en la sentencia recurrida 
se hace referencia a esta cuestión porque en la resolución 
objeto de recurso también se trata sobre la misma. En todo caso 
el no concederle audiencia, si lo es con relación a la 
incidencia del nuevo planeamiento, no le ocasiona indefensión 
precisamente como consecuencia de lo expuesto, ni se puede 
considerar que se haya producido una reformatio in peius que 
concreta en la circunstancia de que considera que la resolución 
se pronuncia sobre la imposibilidad de legalización al amparo 
del nuevo plan; cuando ello son afirmaciones que no inciden en 
el fondo de la resolución recurrida y que en modo alguno le 
impiden solicitarlo. Como se indica en la sentencia, tal 
cuestión es tratada a mayor abundamiento, pero lo único 
relevante a los efectos que aquí interesan es que las obras no 
son de mera conservación de una edificación preexistente. Ha de 
compartirse también la solución de la sentencia apelada cuando 
se considera en la misma que si bien es cierto que se le pudo 
haber dado traslado de los informes desfavorables tras el 
recurso de reposición, la única consecuencia sería retrotraer 
las actuaciones con ninguna ventaja para la parte recurrente, 
por lo que no se evidencia la improcedencia de entrar a 
analizar el fondo del recurso. 
Realmente del examen del expediente administrativo y de las 
actuaciones lo que se evidencia es que la licencia se solicitó 
para el cambio de teja, es decir, se trata de una licencia de 
obras menores, y las que se llevan a cabo se pueden considerar 
como obras sin licencia. La edificación se encontraba fuera de 
ordenación pendiente de un planeamiento de desarrollo, al ser 
suelo urbano pendiente de plan especial de reforma interior, 
tal y como señala la arquitecta municipal en sus informes, de 
donde resulta que las obras no son de las que permite el 
artículo 103 de la LOUGA, afectaban a la estructura y a la 
configuración volumétrica de la cubierta de la edificación, de 
forma que precisaban de licencia de obra mayor. La licencia se 
solicitó para el cambio de teja, se trataba de una obra menor y 
sin que conste la existencia de riesgo acomete más obras y 
realiza un vaciado total de la vivienda, como se aprecia en las 
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fotografías, produciendo una invasión de alineaciones tanto del 
anterior como del nuevo plan –al margen de que ello impida su 
legalización, extremo que no constituye el objeto de este 
recurso-. Se trata, por consecuencia, de una demolición y nueva 
construcción, en suelo que se encuentra dentro de un PERI que 
precisa   de   desarrollo,   además   de   la   afectación   por   una 
ampliación del vial al que da frente. 
Por consecuencia el recurso de apelación ha de ser desestimado. 

QUINTO.- Procede hacer imposición de las costas del recurso de 
apelación a quien lo interpuso al ser desestimado (artículo 
139.2 de la Ley jurisdiccional), dentro del límite cuantitativo 
de 1.000 euros, limitación referida a los honorarios del 
Letrado de la parte contraria. 

VISTOS los artículos citados y demás preceptos de general y 
pertinente aplicación. 

FALLAMOS que DESESTIMAMOS el recurso de apelación interpuesto 
por Dª Patricia Cabaleiro Barciela, en nombre y representación 
de Dª B.B.; contra la sentencia dictada con fecha 31 de julio 
de 2015 por el Juzgado de lo Contencioso-administrativo nº 2 de 
Vigo en autos de PO nº 42 de 2015. 

Se imponen las costas del recurso de apelación a quien lo 
interpuso, dentro del límite de 1.000 euros con relación a los 
honorarios del Letrado de la parte contraria. 

Contra esta sentencia no cabe recurso ordinario alguno. 

Devuélvanse los autos al Juzgado de procedencia, junto con 
certificación y comunicación. 

Así lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada ha sido la anterior sentencia 
por la Ilma. Sra. Magistrada Ponente Dña. MARÍA AZUCENA RECIO 
GONZÁLEZ, al estar celebrando audiencia pública la Sección 002 
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de este Tribunal 
Superior de Justicia, en el día de su fecha, de lo que yo, 
Secretaria, certifico.
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